
 

 
 

INICIATIVA QUE EXPIDE LA LEY DE LA COMISIÓN DE LA VERDAD SOBRE LA ATENCIÓN A LA 

PANDEMIA DE COVID-19, A CARGO DEL DIPUTADO JUSTINO EUGENIO ARRIAGA ROJAS, DEL 

GRUPO PARLAMENTARIO DEL PAN 

El suscrito, diputado Justino Eugenio Arriaga Rojas, integrante del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional 
en la LXIV Legislatura, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos; 6, numeral 1, fracción I, 77, numeral 1, y 78 del Reglamento de la Cámara de 
Diputados, somete a consideración del pleno iniciativa con proyecto de decreto por el que se expide la Ley de la 
Comisión de la Verdad sobre la Atención a la Pandemia de Covid-19; al tenor de la siguiente 

Exposición de Motivos 

Antecedentes 

El 31 de diciembre de 2019 se notificó por primera vez a la Organización Mundial de la Salud (OMS), el brote de 
una nueva enfermedad, que a la postre se conocería como Covid-19, la cual es causada por el coronavirus SARS-
CoV-2, y que tuvo su aparición en Wuhan, China.1 

La novel enfermedad se propagó de manera acelerada por los países de Asia y pronto se trasladó a Europa. En Italia 
y España, la enfermedad causó severos estragos, debido a su rápida expansión y a que los gobiernos de esos países 
no pudieron prever la magnitud de las afectaciones a la salud pública. 

En abril de este año, Italia y España ya tenían 44 por ciento de los fallecimientos a nivel mundial a causa del 
coronavirus y los expertos argumentan que esto se dio a una multiplicidad de factores, entre los que se encuentra el 
desconocimiento del virus y sus efectos, así como sobre su rápido contagio; su demografía; la sociabilidad que existe 
en esos países; la falta de pruebas para detectar personas enfermas y una reacción gubernamental tardía.2 

Ante el ejemplo de Italia y España, otros países adoptaron medidas severas de aislamiento social, de prevención de 
contagios a través de la realización de pruebas masivas y monitoreo de los enfermos, así como modificaciones 
estructurales en sus sistemas de salud. 

Alemania es un buen ejemplo de las decisiones, acciones y políticas implementadas por gobiernos nacionales que 
permitieron enfrentar, en los primeros meses de la pandemia, la emergencia y la situación excepcional causada por 
la Covid-19. 

Entre las medidas adoptadas por el gobierno de Alemania destacan: 

1. Pruebas masivas para detectar personas enfermas. Mientras en el Reino Unido se hacían, a mediados de abril, 
sólo 5.7 pruebas por cada mil habitantes, en Alemania alcanzaban las 24.7; 

2. Pruebas focalizadas y rastreo de contactos, lo que permitió tratar tempranamente a las personas con síntomas 
severos y reducir con ello los decesos; 

3. Ayudas económicas rápidas y efectivas a la población en general, que permitieron que la gente respetara el 
aislamiento social sin temor a quedarse sin recursos económicos para sobrevivir; 

4. Subsidios al trabajo y a propietarios de pequeñas empresas y a trabajadores independientes, con más de 590 mil 
millones de euros destinados para ello; 



 

 
 

5. Aumento del gasto en salud; 

6. Comunicación gubernamental transparente, abierta, y liderada por científicos, en especial virólogos y 
epidemiólogos.3 

Otros países no siguieron las mismas medidas y optaron por metodologías y estrategias sustancialmente diferentes. 
Suecia decidió no implementar medidas de aislamiento social forzoso y permitió que la vida económica continuara 
dentro de ciertos parámetros que, en otros países, eran inaceptables. Para junio, el epidemiólogo a cargo de la 
estrategia gubernamental aceptó que esa decisión “condujo a demasiadas muertes”, experimentando una tasa de 
mortalidad mucho más alta que sus vecinos cercanos.4 

En ese entonces, Suecia sufrió no sólo las consecuencias internas de la pandemia, sino que sus vecinos (Noruega, 
Dinamarca y Finlandia) cerraron las fronteras con Suecia, en un intento de frenar el contagio desde el país 
escandinavo.5 

Sin duda alguna, cada gobierno nacional tuvo que enfrentar, conforme a sus particulares condiciones económicas, 
de salud, de infraestructura, entre otras, a la pandemia y, en ello, es justo reconocer que, al inicio de la pandemia, 
ningún gobierno tenía información certera para determinar, con alta precisión, cuáles serían las medidas más 
efectivas. 

Pero conforme se ha ido conociendo al coronavirus causante de la enfermedad y se han ido diagnosticando sus 
patrones de contagio, sus efectos, los tratamientos paliativos, entre otros factores, los gobiernos han ido adecuando 
sus estrategias para ser cada vez más efectivos. 

Reconocer lo que se hizo mal debido a la nula información que había sobre el virus es un punto importante para 
recomponer el camino y proteger a la población de la mejor manera posible. 

Pero no todos los gobiernos han cambiado las estrategias incorrectas y, desafortunadamente, el gobierno federal de 
México destaca en este rubro. 

La estrategia de México 

En México, el artículo 73, fracción XVI, bases primera, segunda y tercera, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, establece el marco normativo general que debe aplicarse durante una situación de emergencia 
sanitaria como la que hemos vivido. 

El citado numeral constitucional establece lo siguiente: 

“Artículo 73 . El Congreso tiene facultad: 

I. a XV. ... 

XVI. Para dictar leyes sobre nacionalidad, condición jurídica de los extranjeros, ciudadanía, naturalización, 
colonización, emigración e inmigración y salubridad general de la República. 

Primera. El Consejo de Salubridad General dependerá directamente del Presidente de la República, sin 
intervención de ninguna secretaría de estado, y sus disposiciones generales serán obligatorias en el país. 



 

 
 

Segunda. En caso de epidemias de carácter grave o peligro de invasión de enfermedades exóticas en el país, la 
Secretaría de Salud tendrá obligación de dictar inmediatamente las medidas preventivas indispensables, a reserva 
de ser después sancionadas por el Presidente de la República. 

Tercera. La autoridad sanitaria será ejecutiva y sus disposiciones serán obedecidas por las autoridades 
administrativas del país. 

Cuarta. ... 

XVII a XXXI. ...” 

Con base en este artículo de la Constitución, el gobierno federal asumió, a través del Consejo de Salubridad General 
y de la Secretaría de Salud, la responsabilidad de dirigir los esfuerzos institucionales para atender la pandemia de 
Covid-19. 

Esta labor se realizó a través de acuerdos y decretos emitidos por ambas instancias y otras dependencias, así como 
por el titular del Poder Ejecutivo federal, publicados en el Diario Oficial de la Federación, entre los que se encuentran, 
los siguientes: 

1. Acuerdo número 02/03/20 por el que se suspenden las clases en las escuelas de educación preescolar, primaria, 
secundaria, normal y demás para la formación de maestros de educación básica del Sistema Educativo Nacional, 
así como aquellas de los tipos medio superior y superior dependientes de la Secretaría de Educación Pública, 
publicado el 16 de marzo de 2020; 

2. Acuerdo por el que el Consejo de Salubridad General reconoce la epidemia de enfermedad por el virus SARS-
CoV2 (Covid-19) en México, como una enfermedad grave de atención prioritaria, así como se establecen las 
actividades de preparación y respuesta ante dicha epidemia, publicado el 23 de marzo de 2020; 

3. Acuerdo por el que se establecen los criterios en materia de administración de recursos humanos para contener 
la propagación del coronavirus Covid-19, en las dependencias y entidades de la administración pública federal, 
publicado el 23 de marzo de 2020; 

4. Acuerdo por el que se establecen las medidas preventivas que se deberán implementar para la mitigación y 
control de los riesgos para la salud que implica la enfermedad por el virus SARS-CoV2 (Covid19), publicado el 
24 de marzo de 2020; 

5. Decreto por el que se declaran acciones extraordinarias en las regiones afectadas de todo el territorio nacional 
en materia de salubridad general para combatir la enfermedad grave de atención prioritaria generada por el virus 
SARS-CoV2 (Covid-19), publicado el 27 de marzo de 2020; 

6. Acuerdo por el que se declara como emergencia sanitaria por causa de fuerza mayor, a la epidemia de 
enfermedad generada por el virus SARS-CoV2 (Covid-19), publicado el 30 de marzo de 2020; 

7. Acuerdo por el que se establecen acciones extraordinarias para atender la emergencia sanitaria generada por el 
virus SARS-CoV2, publicado el 31 de marzo de 2020; 

8. Acuerdo por el que se establecen acciones extraordinarias que se deberán de realizar para la adquisición e 
importación de los bienes y servicios a que se refieren las fracciones II y III del artículo segundo del decreto por 
el que se declaran acciones extraordinarias en las regiones afectadas de todo el territorio nacional en materia de 



 

 
 

salubridad general para combatir la enfermedad grave de atención prioritaria generada por el virus SARS-CoV2 
(Covid-19), publicado el 27 de marzo de 2020, publicado el 3 de abril de 2020; 

9. Nota Aclaratoria al Acuerdo por el que se establecen acciones extraordinarias para atender la emergencia 
sanitaria generada por el virus SARS-CoV2, publicado en la edición vespertina de 31 de marzo de 2020; publicado 
el 3 de abril de 2020. 

Además de estas cuestiones normativas, el gobierno federal instauró una conferencia de prensa diaria, por la noche, 
en la que el subsecretario de Prevención y Promoción de la Salud, de la Secretaría de Salud, Hugo López-Gatell 
Ramírez, se convirtió en el vocero y cabeza visible de la estrategia federal de contención de la pandemia. 

Pero desde el inicio de la pandemia, las críticas en contra de la estrategia gubernamental no han parado. Científicos, 
médicos, epidemiólogos, medios de comunicación nacionales y extranjeros, empresarios, académicos, gobiernos 
estatales y municipales, así como la población en general, han acusado que el plan federal para atender la pandemia, 
prevenir los contagios y mitigar sus efectos, tiene serios defectos y han pedido corregirlos. 

De manera sistemática, el gobierno federal ha desestimado toda crítica o propuesta al respecto, politizando el tema. 

Dentro de las críticas que se han hecho a la estrategia gubernamental se encuentran: 

1. Una negativa sistemática para hacer pruebas masivas y con ello detectar personas contagiadas, así como dar 
seguimiento a sus contactos, para minimizar los efectos del contagio; 

2. Una negativa sistemática a promover el uso del cubrebocas entre la población, como mecanismo auxiliar en la 
prevención del contagio; 

3. Fallas graves en la detección y contabilidad de las personas que contrajeron la enfermedad, así como sobre las 
que fallecieron debido a ella; 

4. Una negativa contundente e inexplicable para permitir el desarrollo de ventiladores pulmonares; 

5. Una negativa infranqueable a otorgar subsidios a pequeñas y medianas empresas para mantener los empleos de 
la población; 

6. Una negativa permanente para otorgar apoyos económicos a las personas que perdieron su empleo o que no 
contaban con uno antes de la pandemia, o para quienes son parte de la economía informal; 

7. Difusión de información falsa o inexacta, alejada de los estándares científicos, sobre la pandemia, como en los 
casos siguientes: 

a. El 28 de enero, el Presidente López Obrador declaró: “Es nuestro país, afortunadamente, de los países más 
preparados y con menos riesgos por la afectación de este virus, para que estemos tranquilos, desde luego atentos, 
pero tranquilos”.6 

b. El 31 de enero, el propio Presidente López Obrador señaló: “No debe de haber alarmas, se piensa que no es 
tan dañino, tan fatal este virus llamado coronavirus”.7 

c. El 28 de febrero, día en que se confirmó el primer caso en México, el titular del Poder Ejecutivo federal 
declaró: “No es, según la información que se tiene, algo terrible, fatal. Ni siquiera es equivalente a la influenza”.8 



 

 
 

d. El 4 de marzo, López Obrador invitó a la población a abrazarse, mientras en el mundo, los gobiernos 
nacionales y la OMS recomendaban guardar distancia: “Miren, lo del coronavirus, eso de que no se puede uno 
abrazar; hay que abrazarse, no pasa nada”.9 

e. El 15 de marzo declaró: “Tengo mucha fe de que vamos a sacar a nuestro querido México, no nos van a hacer 
nada los infortunios, las pandemias, nada de eso”.10 

f. El 18 de marzo, en una conferencia, al referirse a las medidas de su gobierno para contener el contagio de la 
Covid-19, el Presidente sacó de la bolsa de su saco, estampas religiosas y declaró: “El escudo protector es como 
el detente (...) El escudo protector es la honestidad, eso es lo que protege, el no permitir la corrupción (...) detente, 
enemigo, que el corazón de Jesús está conmigo”.11 

8. Difusión de información contradictoria por parte del Presidente López Obrador y del subsecretario López-
Gatell, frente a los esfuerzos realizados por los gobiernos estatales, pues mientras éstos instaban a la población a 
mantener aislamiento voluntario, el Presidente de la República y el subsecretario justificaban las giras del primero 
argumentando que el titular del Poder Ejecutivo federal no tenía fuerza de contagio, sino fuerza moral, y 

9. Reapertura económica precipitada, sin protocolos y sin mecanismos de prevención. 

Todo esto, junto a otros factores adicionales, configuró un caldo de cultivo para que el caos reinara en nuestro país 
durante los meses pasados. 

Las consecuencias de esta estrategia fallida fue que varios gobiernos estatales y municipales adoptaron sus propias 
medidas, acordes a la realidad de cada entidad federativa y se alejaron de los planes y estrategias federales. 

El último gran fracaso de la estrategia federal fue la implementación de un semáforo de riesgo epidemiológico, que 
tiene cuatro colores (rojo, naranja, amarillo y verde) y que ha demostrado la divergencia de criterios entre la 
federación y las entidades federativas, pues mientras el subsecretario López-Gatell y sus colaboradores anuncian 
cada semana la entrada de varias entidades en semáforo amarillo, la mayoría de ellas han decidido, a través de sus 
gobiernos estatales, permanecer en color naranja. 

No son pocas las voces que han señalado que la estrategia federal puede mejorar o que hay elementos que deben 
corregirse, pero la respuesta ha sido siempre la misma por parte del Presidente López Obrador y del subsecretario 
López-Gatell: las críticas provienen de sus adversarios que pretenden descarrillar a la 4T. En ese escenario es 
imposible garantizar los derechos de la población. 

La falla en la estrategia y las violaciones a derechos humanos 

Desde el mes de mayo, medios de comunicación nacionales y extranjeros han denunciado públicamente que el 
gobierno federal no sólo fracasó en la atención a la pandemia, sino que, además, ha ocultado las consecuencias de 
dicho fracaso, omitiendo informar la realidad de las muertes por Covid-19. 

El diario The New York Times , acusó al gobierno mexicano de ocultar las cifras y señaló que “funcionarios de Ciudad 
de México han tabulado más de 2 mil 500 muertes por el virus y enfermedades respiratorias graves que los médicos 
sospechan que están relacionadas con la Covid-19, según muestran los datos revisados por el Times . Sin embargo, 
el gobierno federal informa sobre unos 700 decesos en el área que incluye a Ciudad de México y los municipios de 
sus alrededores.”12 



 

 
 

Poco después, la organización “Mexicanos contra la Corrupción y la Impunidad” (MCCI) publicó en el portal Animal 
Político, un conteo de actas de defunción, con el que logró constatar que había tres veces más defunciones que las 
oficialmente aceptadas por los gobiernos federal y de la Ciudad de México: 

“En la Ciudad de México hay al menos 4 mil 577 actas de defunción en las que se asienta que la causa confirmada o 
probable de esas muertes fue Covid-19, una cifra tres veces más alta a la que ha reportado el gobierno capitalino. 

... 

MCCI contó 3 mil 209 actas de muertes por coronavirus como causa probable, 307 certificados que confirmaron el 
SARS-CoV-2 entre los motivos de la muerte y mil 100 que describen el virus como uno de las razones de defunción, 
sin especificar si son casos sospechosos o confirmados. 

Para el 12 de mayo el gobierno de la Ciudad de México informaba que hasta ese momento había 937 defunciones 
por Covid-19, y el gobierno federal en su portal https://coronavirus.gob.mx/reportaba 102 fallecimientos sospechosos 
de coronavirus en la capital. La diferencia entre lo que asientan 4 mil 577 actas de defunción hasta esa misma fecha 
habla de otra realidad: habría hasta tres veces más muertes en las que hubo sospecha o confirmación de Covid-19.”13 

Al 13 de septiembre de 2020, la información oficial muestra que 70 mil 821 personas han fallecido,14 oficialmente, 
a causa de la enfermedad Covid-19, pero después de todas las investigaciones periodísticas que se han realizado 
queda en duda la veracidad de dicha cifra. 

Esto no solamente impacta en las estadísticas oficiales sobre la pandemia, sino que también podría ser el indicio de 
que, además de estas personas fallecidas, miles más podrían haber sido vulneradas en sus derechos, entre ellos el de 
acceso a la salud, a la vida y a la integridad física y que, desgraciadamente, dichas violaciones a derechos humanos 
se seguirían cometiendo aún, debido a la necedad gubernamental. 

Además, estos hechos también podrían ser constitutivos de delitos del orden federal, que deben ser investigados por 
las autoridades competentes y determinar las responsabilidades penales que correspondan. 

En contraparte, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 4 de la Ley General de Víctimas, estas personas que 
han visto conculcados sus derechos debido a la errática y negligente estrategia federal para enfrentar la pandemia de 
Covid-19, adquieren la calidad de víctimas, ya sea de violaciones a derechos humanos o de delito, del orden federal, 
tal y como se aprecia en la definición siguiente: 

“Artículo 4 . Se denominarán víctimas directas aquellas personas físicas que hayan sufrido algún daño o 
menoscabo económico, físico, mental, emocional, o en general cualquiera puesta en peligro o lesión a sus bienes 
jurídicos o derechos como consecuencia de la comisión de un delito o violaciones a sus derechos humanos 
reconocidos en la Constitución y en los tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte. 

Son víctimas indirectas los familiares o aquellas personas físicas a cargo de la víctima directa que tengan una 
relación inmediata con ella. 

Son víctimas potenciales las personas físicas cuya integridad física o derechos peligren por prestar asistencia a la 
víctima ya sea por impedir o detener la violación de derechos o la comisión de un delito. 

La calidad de víctimas se adquiere con la acreditación del daño o menoscabo de los derechos en los términos 
establecidos en la presente ley, con independencia de que se identifique, aprehenda, o condene al responsable del 
daño o de que la víctima participe en algún procedimiento judicial o administrativo. 



 

 
 

Son víctimas los grupos, comunidades u organizaciones sociales que hubieran sido afectadas en sus derechos, 
intereses o bienes jurídicos colectivos como resultado de la comisión de un delito o la violación de derechos.” 

No obstante, hay que reconocer que ninguna autoridad actualmente tiene las competencias tan amplias para entrar al 
estudio y análisis de lo que ha sucedido en México durante estos meses de pandemia y ello fragmenta las 
investigaciones que puedan realizarse y también impide el desarrollo de una estrategia integral. 

La Comisión de la Verdad 

Para atender la problemática antes mencionada y que esta atención se dé desde una perspectiva integral, la presente 
iniciativa propone expedir una ley que cree una comisión de la verdad, con lo que se dispondría de una institución 
específicamente dedicada a investigar lo que sucedió, contextualizar las acciones gubernamentales, analizarlas y 
determinar si en ellas hubo errores, negligencia o dolo que hubiera causado la violación de derechos humanos o la 
comisión de delitos federales. 

Esta comisión solamente podría analizar las acciones de la autoridad federal, pues el Congreso de la Unión no cuenta 
con atribuciones para expedir una ley que establezca una institución con competencia para investigar a los tres 
órdenes de gobierno. 

La ley consistiría de un solo título, con cuatro capítulos, en los que se integrarían 27 artículos. Sería una ley esbelta 
pero precisa, dejando en la mayor libertad posible a la comisión de la verdad para dotarse de las normas y 
procedimientos que sean necesarios para su buen funcionamiento y para el cumplimiento de sus objetivos. 

La ley tendría cinco objetivos, a saber: 

1. Investigar, estudiar, analizar y aportar elementos históricos, científicos, médicos, sociales, políticos, jurídicos, 
entre otros, para contribuir con las labores de las autoridades federales competentes en la investigación de posibles 
violaciones a derechos humanos y hechos probablemente constitutivos de delitos, contra personas que padecieron 
o padecen la enfermedad Covid-19; 

2. Garantizar el derecho irrenunciable a la verdad de toda la población en México, respecto de las medidas de 
prevención y mitigación de la enfermedad Covid-19 y su efectividad, así como sobre la atención brindada por las 
instituciones de salud de la federación, a las personas que lo contrajeron; 

3. Promover las acciones necesarias para conocer, con certeza y objetividad, el número de personas que sufrieron 
afectaciones o que perdieron la vida a causa de la enfermedad Covid-19 y asegurar su derecho a la memoria; 

4. Garantizar la reparación completa del daño a cada una de las víctimas de las violaciones a los derechos humanos 
o de los delitos que se hubieren cometido en su agravio durante la pandemia de Covid-19; y 

5. Garantizar que se inicien las investigaciones, quejas o denuncias en contra de los responsables de las violaciones 
a los derechos humanos o delitos, del orden federal, cometidos durante el periodo referido. 

Su vigencia sería de dos años a partir de su entrada en vigor y que podría ser prorrogable por 12 meses adicionales, 
por una única ocasión, es decir, sería una ley cuyo objeto y temporalidad estarían perfectamente delimitados. 

La ley reconocería que todas las personas que habitan en México, pero en especial aquellas que fueron afectadas por 
la enfermedad Covid-19, tienen el derecho a conocer la verdad de lo que sucedió, así como a que se garantice la 



 

 
 

memoria de dichos acontecimientos para evitar repeticiones. Asimismo, reconocería el derecho que tienen todos los 
afectados para acceder a la justicia y a una reparación integral del daño, en su caso. 

Para tal efecto, se crearía una comisión de la verdad, como organismo descentralizado, no sectorizado, de interés 
público, con personalidad jurídica y patrimonio propio, con autonomía técnica y de gestión, cuyo objeto será 
garantizar, promover y proteger los derechos de las personas que padecieron la enfermedad Covid-19 durante el 
periodo de investigación que establece la propia ley. 

La comisión tendría los siguientes objetivos específicos: 

1. Esclarecer las acciones, políticas, programas, estrategias y determinaciones que las autoridades federales 
hubieren adoptado para prevenir, mitigar y atender la pandemia de Covid-19 en México, durante el periodo de 
investigación establecido en esta ley, que pudieran constituir violaciones de derechos humanos o delitos del orden 
federal. 

2. Dignificar a las víctimas y recuperar la memoria histórica; 

3. Determinar la posible responsabilidad individual o institucional durante este periodo, respecto de violaciones a 
derechos humanos cometidos por autoridades federales; 

4. Reconocer la calidad de víctima en los casos que así sea legalmente procedente, en términos de lo establecido 
en el artículo 110, fracción IV, de la Ley General de Víctimas, así como recomendar la atención y reparación 
integral a las víctimas de las posibles violaciones a derechos humanos, y 

5. Proponer las reformas legales, institucionales o políticas que sean necesarias para superar las condiciones que 
facilitaron o permitieron las violaciones de derechos. 

En ese contexto, la iniciativa propone dotar a la comisión de la verdad de las siguientes facultades y atribuciones: 

1. Llevar a cabo investigaciones, análisis e indagatorias de las acciones, planes, programas o políticas 
implementadas por las autoridades federales para prevenir, mitigar y atender la pandemia de Covid-19 en México, 
durante el periodo de investigación establecido en esta ley, así como sus resultados; 

2. Recibir testimonios y establecer mecanismos para que las víctimas de posibles violaciones a derechos humanos 
o de delitos, del orden federal, y la población en general aporten información, testimonios o pruebas sobre hechos 
violatorios de los derechos humanos o sobre posibles delitos, del orden federal. 

3. Obtener elementos probatorios para la acreditación de los posibles delitos y las posibles violaciones a los 
derechos humanos, del orden federal, durante el periodo de investigación establecido en esta ley, así como sobre 
la probable responsabilidad de autoridades y personas involucradas; 

4. Requerir informes, documentos, opiniones y elementos de prueba en general a las dependencias y entidades de 
la administración pública federal, que puedan ser de utilidad para el debido ejercicio de sus atribuciones. 

5. Investigar las condiciones políticas, administrativas y jurisdiccionales de las distintas dependencias y entidades 
de la administración pública federal que contribuyeron, con su actuación u omisión, a las posibles violaciones de 
los derechos humanos y a la probable comisión de delitos, del orden federal; 

6. Solicitar la colaboración de cualquier autoridad para el cumplimiento de sus atribuciones; 



 

 
 

7. Establecer convenios de colaboración o de coordinación con cualquier persona, dependencia, entidad u 
organismo, nacional o extranjera, con la finalidad de cumplir sus atribuciones; 

8. Denunciar cualquier hecho presuntamente constitutivo de delito o delitos a las autoridades competentes; 

9. Contratar personas expertas en derechos humanos, en medicina, en epidemiología, en investigación de restos 
forenses, o cualquier otra especialidad, para el logro de sus objetivos conforme a las disposiciones legales 
aplicables y el presupuesto disponible asignado; 

10. Reconocer la calidad de víctima de violaciones a derechos humanos, en términos de lo dispuesto por el artículo 
110, fracción IV, de la Ley General de Víctimas; 

11. Determinar los hechos, políticas, acciones, planes o programas que podrían, a su juicio, constituir alguna 
violación a los derechos humanos, documentando debidamente cada caso, y presentar la queja respectiva ante la 
Comisión Nacional de los Derechos Humanos; y 

12. Las demás que esta ley u otros ordenamientos le otorguen. 

Para tal efecto, la comisión se integrará por siete comisionados, tres de ellos deberán ser especialistas en medicina o 
epidemiología; dos más deberán acreditar ser expertos en derechos humanos, especialmente relacionados con el 
derecho a la salud, y dos deberán ser expertos en el funcionamiento del Sistema de Salud federal. 

Toda vez que se busca que la comisión tenga la máxima independencia y autonomía posible, se propone que sea la 
Cámara de Diputados del honorable Congreso de la Unión, la que substancie el procedimiento de elección de los 
siete comisionados, de la manera siguiente: 

1. La Cámara de Diputados del honorable Congreso de la Unión emitirá convocatoria pública y abierta, para que 
las universidades, organizaciones de la sociedad civil y la ciudadanía en general, propongan candidatos para 
integrar la comisión de la verdad. La convocatoria otorgará un plazo de 20 días naturales para recibir las 
propuestas. 

2. Una vez cerrado el plazo para postulación, las comisiones de Derechos Humanos y de Salud, de la Cámara de 
Diputados, en un plazo máximo de siete días naturales, llevarán a cabo la revisión curricular de los aspirantes, 
declarando quiénes cumplen con los requisitos establecidos en esta ley; 

3. Posteriormente, ambas comisiones llevarán a cabo una amplia auscultación de los aspirantes que cumplieron 
los requisitos curriculares, celebrando audiencias públicas con cada uno de ellos. Esta auscultación deberá 
celebrarse en un plazo máximo de 15 días naturales; 

4. Con estos elementos de juicio, las comisiones emitirán su dictamen, proponiendo ternas para de candidatos para 
cada cargo de comisionado al pleno de la Cámara, el cual podrá escuchar en comparecencia a los candidatos de 
cada terna y, posteriormente, elegirá a los integrantes de la Comisión de la Verdad, por el voto de las dos terceras 
partes de los diputados presentes en la sesión. 

Durante los dos años que tenga vigencia la comisión de la verdad, se concentrará en escudriñar y analizar los hechos 
que se dieron durante ese periodo y, al final de su gestión, deberá presentar un informe final que contenga, al menos, 
lo siguiente: 



 

 
 

1. Establecerá un panorama lo más completo posible sobre la pandemia de Covid-19 en México y sobre las 
medidas de atención, prevención y mitigación adoptadas por las autoridades federales; 

2. Establecerá, en su caso, las causas, naturaleza y extensión de las violaciones a los derechos humanos y los 
posibles delitos que hubiere documentado. 

3. Detallará la perspectiva de las víctimas de las violaciones a derechos humanos y delitos que hubiere localizado, 
reproduciendo íntegramente sus relatos, en caso de que así lo hubieran autorizado las propias víctimas; 

4. Documentará, con la mayor claridad posible, quiénes son los probables responsables de dichas violaciones a 
derechos humanos o delitos, así como las quejas, denuncias o procedimientos legales que hubiere presentado; 

5. Contribuirá a la restauración de la dignidad humana y cívica de cada una de las víctimas de los hechos anteriores; 

6. Señalará claramente las acciones de reparación del daño que se hubieren llevado a cabo y las que deben 
substanciarse en el futuro; y 

7. Realizará recomendaciones exhaustivas al gobierno federal sobre las medidas necesarias que debe tomar para 
la no repetición de hechos similares. 

El incremento de la cifra de muertes por Covid-19 es algo insostenible y ha rebasado, por mucho, los peores 
pronósticos y escenarios. Es un patrón en el gobierno federal continuar implementando medidas que a todas luces 
parecen ser incorrectas, sin que exista la posibilidad de que ningún experto, organización, epidemiólogo o cualquier 
parte ajena al gobierno federal, pueda sugerir mejoras o cambios de rumbo. Este es un patrón común adoptado desde 
que inició la pandemia y todo indica que no cambiará. 

La propuesta de esta iniciativa es ideal para intentar detener esta situación. La comisión de la verdad debe crearse 
para dar acompañamiento en las decisiones y para que conozcamos la viabilidad de lo que se ha insistido y, en su 
caso, si llegara a confirmarse que en esas medidas gubernamentales se han dado violaciones a derechos humanos o 
delitos, que se asegure la atención a las víctimas y la sanción para los responsables. 

Es lamentable que en México se haya olvidado el sentido común y se haya privilegiado la política por encima de la 
ciencia. Estamos a tiempo de corregir el rumbo, pero para aquellos que han perdido la vida o han tenido afectaciones 
graves en su salud, esa corrección ya no es viable y, en esos casos, se requiere conocer qué sucedió y castigar a los 
responsables. 

Por lo antes expuesto, el suscrito, somete a su consideración la siguiente iniciativa con proyecto de 

Decreto por el que se expide la Ley de la Comisión de la Verdad sobre la Atención a la Pandemia de Covid-19 

Artículo Único. Se expide la Ley de la Comisión de la Verdad sobre la Atención a la Pandemia de Covid-19, para 
quedar como sigue: 

Ley de la Comisión de la Verdad sobre la Atención a la Pandemia de Covid-19 

Título Único 

Capítulo I 
Disposiciones Generales 



 

 
 

Artículo 1. Objeto 

La presente Ley es de orden público e interés general, y tiene como objeto, los siguientes: 

I. Investigar, estudiar, analizar y aportar elementos históricos, científicos, médicos, sociales, políticos, jurídicos, 
entre otros, para contribuir con las labores de las autoridades federales competentes en la investigación de posibles 
violaciones a derechos humanos y hechos probablemente constitutivos de delitos, contra personas que padecieron 
o padecen la enfermedad Covid-19; 

II. Garantizar el derecho irrenunciable a la verdad de toda la población en México, respecto de las medidas de 
prevención y mitigación de la enfermedad covid-19 y su efectividad, así como sobre la atención brindada por las 
instituciones de salud de la Federación, a las personas que lo contrajeron; 

III. Promover las acciones necesarias para conocer, con certeza y objetividad, el número de personas que sufrieron 
afectaciones o que perdieron la vida a causa de la enfermedad Covid-19 y asegurar su derecho a la memoria; 

IV. Garantizar la reparación completa del daño a cada una de las víctimas de las violaciones a los derechos 
humanos o de los delitos que se hubieren cometido en su agravio durante la pandemia de Covid-19; y 

V. Garantizar que se inicien las investigaciones, quejas o denuncias en contra de los responsables de las 
violaciones a los derechos humanos o delitos, del orden federal, cometidos durante el periodo referido. 

Artículo 2 . Periodo de vigencia 

El periodo de vigencia de esta ley será de dos años a partir de su entrada en vigor. En caso de ser necesario, el pleno 
podrá solicitar a la Cámara de Diputados y al Senado de la República, la extensión de la vigencia de esta Ley y de la 
propia Comisión de la Verdad, por un periodo adicional de 12 meses, por una única ocasión. 

Artículo 3. Principio pro persona 

Esta Ley se interpretará de conformidad con la Constitución y con los Tratados Internacionales favoreciendo en todo 
tiempo la protección más amplia de los derechos de las personas 

Artículo 4. Periodo de investigación 

El periodo de investigación sobre los hechos relacionados con la atención, prevención y mitigación de la pandemia 
de covid-19 es desde el 31 de diciembre de 2019 hasta el término de la vigencia de esta Ley. 

Artículo 5. Definiciones 

Para los efectos de esta Ley se entenderá por: 

I. Comisión de la Verdad: la Comisión de la Verdad sobre la atención a la pandemia de covid-19 en México; 

II. Comisionado: las y los integrantes de la Comisión de la Verdad; 

III. Compensación: Erogación económica a que la víctima tenga derecho en los términos de esta Ley y de la Ley 
General de Víctimas; 



 

 
 

IV. Covid-19: la enfermedad derivada del virus SARS-CoV-2; 

V. Delito: acto u omisión que sancionan las leyes penales; 

VI. Ley: La Ley de la Comisión de la Verdad Sobre la Atención a la Pandemia de Covid-19; 

VII. Pleno: el Pleno de la Comisión de la Verdad; 

VIII. Presidente: la persona que preside el Pleno de la Comisión de la Verdad; 

IX. Víctimas: las personas que resienten un daño o menoscabo en sus derechos, su integridad o su vida, derivado 
de violaciones a derechos humanos o delitos, en términos de lo dispuesto por el artículo 4 de la Ley General de 
Víctimas; 

X. Violación de derechos humanos: Todo acto u omisión que afecte los derechos humanos reconocidos en la 
Constitución o en los Tratados Internacionales, cuando el agente sea servidor público en el ejercicio de sus 
funciones o atribuciones o un particular que ejerza funciones públicas. También se considera violación de derechos 
humanos cuando la acción u omisión referida sea realizada por un particular instigado o autorizado, explícita o 
implícitamente por un servidor público, o cuando actúe con aquiescencia o colaboración de un servidor público. 

Capítulo II 
De los derechos frente a la pandemia de covid-19 

Artículo 6. Derecho a la verdad 

Para los efectos de esta Ley, el derecho a la verdad implica el conocimiento y divulgación de las causas, motivos, 
estrategias, planes, modos, y circunstancias, de los hechos posiblemente constitutivos de delito o de violaciones a 
derechos humanos, del fuero federal; la identidad de los responsables; así como las circunstancias que hayan 
propiciado su comisión, durante la atención de la pandemia de covid-19 en México. 

Artículo 7. Imprescriptibilidad e inalienabilidad del derecho a la verdad 

El derecho a la verdad es imprescriptible, inalienable y no puede ser limitado por mecanismos conciliatorios, 
acuerdos o convenios reparatorios que dispongan lo contrario. 

Artículo 8. Verdad histórica 

Las víctimas y la sociedad en general tienen el derecho de conocer la verdad histórica de los hechos y a participar 
activamente en la búsqueda de dicha verdad. 

Artículo 9. Derecho a la memoria 

El derecho a la memoria consiste en entender y elaborar el pasado para evitar la repetición de hechos constitutivos 
de violaciones a derechos humanos y es presupuesto indispensable para garantizar y hacer efectivos los derechos a 
la verdad, a la justicia y a la reparación integral. 

Las víctimas y la sociedad en general tienen el derecho imprescriptible e inalienable de recuperar, entender y 
elaborar, con fines de no repetición, los hechos que se dieron durante la pandemia de Covid-19 en México. 



 

 
 

Artículo 10. Derecho al acceso a la justicia 

Las víctimas de posibles delitos o violaciones a derechos humanos cometidos en el periodo de investigación que 
establece esta Ley, relacionados con la actuación de autoridades federales relacionadas con la atención, prevención 
y mitigación de la pandemia de covid-19, tienen el derecho de acceder plenamente a la jurisdicción del Estado para 
obtener justicia; a que se inicien las investigaciones ministeriales y administrativas que correspondan y a que se 
sancione a los responsables. 

Artículo 11. Derecho a la reparación integral 

Las víctimas de las violaciones a derechos humanos o de delitos federales cometidos durante el periodo de 
investigación que establece esta Ley tienen el derecho de una reparación integral, en términos de lo dispuesto en la 
Ley General de Víctimas. 

La Comisión de la Verdad se coordinará con la Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas para substanciar los 
procedimientos de reparación individual o colectiva que se determinen en conjunto. 

Capítulo III 
De la Comisión de la Verdad 

Artículo 12. Obligación estatal 

El Estado tiene la obligación de investigar, de forma independiente, imparcial, competente y con celeridad, los hechos 
posiblemente constitutivos de violaciones a derechos humanos o de delito, en el fuero federal, así como de sancionar 
a los responsables de estos y atender debidamente a las víctimas, respetando su dignidad y sus derechos, que se 
dieron en México durante el periodo de investigación establecido en esta Ley. 

Artículo 13. La Comisión de la Verdad 

La Comisión de la Verdad es un organismo descentralizado, no sectorizado, de interés público, con personalidad 
jurídica y patrimonio propio, con autonomía técnica y de gestión. Su domicilio estará en la Ciudad de México y 
contará con los recursos que le asigne el Presupuesto de Egresos de la Federación. 

La Comisión de la Verdad tiene por objeto garantizar, promover y proteger los derechos de las personas que 
padecieron alguna afectación, directa o indirecta, derivada de la enfermedad covid-19, durante el periodo de 
investigación que establece esta Ley. 

Son objetivos específicos de la Comisión de la Verdad, los siguientes: 

I. Esclarecer las acciones, políticas, programas, estrategias y determinaciones que las autoridades federales 
hubieren adoptado para prevenir, mitigar y atender la pandemia de covid-19 en México, durante el periodo de 
investigación establecido en esta Ley, que pudieran constituir violaciones de derechos humanos o delitos del orden 
federal. 

II. Dignificar a las víctimas y recuperar la memoria histórica; 

III. Determinar la posible responsabilidad individual o institucional durante este periodo, respecto de violaciones 
a derechos humanos cometidos por autoridades federales; 



 

 
 

IV. Reconocer la calidad de víctima en los casos que así sea legalmente procedente, en términos de lo establecido 
en el artículo 110, fracción IV, de la Ley General de Víctimas, así como recomendar la atención y reparación 
integral a las víctimas de las posibles violaciones a derechos humanos, y 

V. Proponer las reformas legales, institucionales o políticas que sean necesarias para superar las condiciones que 
facilitaron o permitieron las violaciones de derechos. 

En la ejecución de las funciones, acciones y planes tendentes al cumplimiento de esta Ley, la Comisión de la Verdad 
garantizará la representación y participación directa de las víctimas, organizaciones de la sociedad civil, así como de 
expertos en las distintas ramas del conocimiento necesarias para analizar las acciones, políticas, planes y programas 
implementados por las autoridades federales para prevenir, mitigar y atender la pandemia de covid-19 en México. 

Artículo 14. Participación social 

Para el cumplimiento de sus objetivos, la Comisión de la Verdad deberá realizar consultas que incluyan la 
participación y la opinión de la sociedad civil, de las víctimas, colectivos y expertos, garantizando sus derechos a la 
privacidad cuando así lo requieran. 

Las organizaciones de la sociedad civil, tales como asociaciones profesionales, organizaciones no gubernamentales 
e instituciones académicas, podrán proporcionar a la Comisión de la Verdad, los resultados que arrojen sus 
investigaciones sobre posibles violaciones a los derechos humanos o delitos cometidos por autoridades federales 
durante el periodo que establece esta Ley, con el fin de contribuir con la búsqueda y conocimiento de la verdad. 

Artículo 15. Facultad de investigación 

La Comisión de la Verdad podrá investigar hechos de naturaleza epidemiológica, médica, jurídica, social, política, 
forense, documental o de cualquier otra índole, para garantizar el derecho a la verdad de las víctimas y de la población 
en general y para realizar la investigación sobre las posibles violaciones a los derechos humanos y la probable 
comisión de delitos, ocurridos en el periodo establecido en esta Ley. 

Artículo 16. Obligación de las autoridades federales para atender las solicitudes 

Es obligación de todas las autoridades federales atender las solicitudes de información, de documentación o incluso 
de comparecencia de servidores públicos, que les formule la Comisión de la Verdad y brindarle a ésta el auxilio que 
les solicite, de manera pronta y expedita. 

En caso de que algún servidor público se niegue a prestar el auxilio o colaboración requerido por la Comisión de la 
Verdad, el Pleno podrá solicitar a la Cámara de Diputados que requiera su comparecencia para explicar las razones 
por las que se rehúsa a colaborar con la Comisión y, en su caso, podrá determinar la presentación de las denuncias 
que corresponda. 

Artículo 17. Reglamento interno y plan de trabajo 

La Comisión de la Verdad elaborará y aprobará su Reglamento Interno y la normatividad que sea necesaria para su 
adecuado funcionamiento. Asimismo, deberá elaborar, a más tardar 30 días después de haberse constituido el Pleno, 
un plan de trabajo y un proyecto de presupuesto de egresos; asimismo podrá suscribir convenios de coordinación o 
de colaboración con autoridades y organismos nacionales o internacionales para el cumplimiento de sus labores. 

Artículo 18. Facultades 



 

 
 

La Comisión de la Verdad tiene las siguientes atribuciones: 

I. Llevar a cabo investigaciones, análisis e indagatorias de las acciones, planes, programas o políticas 
implementadas por las autoridades federales para prevenir, mitigar y atender la pandemia de covid-19 en México, 
durante el periodo de investigación establecido en esta Ley, así como sus resultados; 

II. Recibir testimonios y establecer mecanismos para que las víctimas de posibles violaciones a derechos humanos 
o de delitos, del orden federal, y la población en general aporten información, testimonios o pruebas sobre hechos 
violatorios de los derechos humanos o sobre posibles delitos, del orden federal. 

III. Obtener elementos probatorios para la acreditación de los posibles delitos y las posibles violaciones a los 
derechos humanos, del orden federal, durante el periodo de investigación establecido en esta Ley, así como sobre 
la probable responsabilidad de autoridades y personas involucradas; 

IV. Requerir informes, documentos, opiniones y elementos de prueba en general a las dependencias y entidades 
de la administración pública federal, que puedan ser de utilidad para el debido ejercicio de sus atribuciones. 

V. Investigar las condiciones políticas, administrativas y jurisdiccionales de las distintas dependencias y entidades 
de la Administración Pública Federal que contribuyeron, con su actuación u omisión, a las posibles violaciones de 
los derechos humanos y a la probable comisión de delitos, del orden federal; 

VI. Solicitar la colaboración de cualquier autoridad para el cumplimiento de sus atribuciones; 

VII. Establecer convenios de colaboración o de coordinación con cualquier persona, dependencia, entidad u 
organismo, nacional o extranjera, con la finalidad de cumplir sus atribuciones; 

VIII. Denunciar cualquier hecho presuntamente constitutivo de delito o delitos a las autoridades competentes; 

IX. Contratar personas expertas en derechos humanos, en medicina, en epidemiología, en investigación de restos 
forenses, o cualquier otra especialidad, para el logro de sus objetivos conforme a las disposiciones legales 
aplicables y el presupuesto disponible asignado; 

X. Reconocer la calidad de víctima de violaciones a derechos humanos, en términos de lo dispuesto por el artículo 
110, fracción IV, de la Ley General de Víctimas; 

XI. Determinar los hechos, políticas, acciones, planes o programas que podrían, a su juicio, constituir alguna 
violación a los derechos humanos, documentando debidamente cada caso, y presentar la queja respectiva ante la 
Comisión Nacional de los Derechos Humanos; y 

XII. Las demás que está Ley u otros ordenamientos le otorguen. 

Artículo 19. Integración 

La Comisión de la Verdad estará integrada por siete comisionados. Tres de ellos deberán ser especialistas en medicina 
o epidemiología; dos más deberán acreditar ser expertos en derechos humanos, especialmente relacionados con el 
derecho a la salud, y dos deberán ser expertos en el funcionamiento del sistema de salud federal. 

Artículo 20. De las decisiones de la Comisión 



 

 
 

La Comisión de la Verdad tomará sus decisiones de manera colegiada por mayoría de votos de sus integrantes. 

Artículo 21. De las atribuciones del pleno de la Comisión 

Son atribuciones del Pleno de la Comisión de la Verdad: 

I. Establecer los lineamientos generales de actuación de la Comisión de la Verdad; 

II. Aprobar el Reglamento Interno de la Comisión de la Verdad; 

III. Aprobar las normas de carácter interno relacionadas con la Comisión de la Verdad; 

IV. Aprobar el proyecto de presupuesto de la Comisión de la Verdad; 

V. Designar a los servidores públicos que integrarán el órgano de dirección de la Comisión de la Verdad, hasta 
dos niveles jerárquicos por debajo del cargo de comisionado; 

VI. Reconocer la calidad de víctima en los casos que así sea procedente; 

VII. Determinar la ocurrencia de violaciones a derechos humanos o la comisión de posibles actos considerados 
como delitos, del orden federal y ordenar al Presidente la interposición de las quejas o denuncias correspondientes; 

VIII. Requerir la comparecencia de servidores públicos de la Administración Pública Federal, cuando así sea 
necesario para las investigaciones; y 

IX. Las demás que esta Ley, su Reglamento u otras leyes le otorguen. 

Artículo 22. De los comisionados 

Para ser comisionado se requiere: 

I. Ser ciudadano mexicano, en pleno ejercicio de sus derechos civiles y políticos; 

II. Ser de probada honorabilidad; 

III. Poseer una trayectoria probada en las ramas o disciplinas requeridas en el artículo anterior; y 

IV. No haber sido servidor público; dirigente, miembro de consejo o comité de dirección o candidato de partido 
político u organización política, en los tres años anteriores al día de su designación. 

Artículo 23. De la elección de los comisionados 

Los comisionados serán nombrados por las dos terceras partes de la Cámara de Diputados, previo procedimiento que 
a continuación se establece: 

I. La Cámara de Diputados del honorable Congreso de la Unión emitirá convocatoria pública y abierta, para que 
las universidades, organizaciones de la sociedad civil y la ciudadanía en general, propongan candidatos para 
integrar la Comisión de la Verdad. La convocatoria otorgará un plazo de 20 días naturales para recibir las 
propuestas. 



 

 
 

II. Una vez cerrado el plazo para postulación, las comisiones de Derechos Humanos y de Salud, de la Cámara de 
Diputados, en un plazo máximo de siete días naturales, llevarán a cabo la revisión curricular de los aspirantes, 
declarando quiénes cumplen con los requisitos establecidos en esta Ley; 

III. Posteriormente, ambas comisiones llevarán a cabo una amplia auscultación de los aspirantes que cumplieron 
los requisitos curriculares, celebrando audiencias públicas con cada uno de ellos. Esta auscultación deberá 
celebrarse en un plazo máximo de 15 días naturales; 

IV. Con estos elementos de juicio, las comisiones emitirán su dictamen, proponiendo ternas para de candidatos 
para cada cargo de comisionado al Pleno dela Cámara, el cual podrá escuchar en comparecencia a los candidatos 
de cada terna y, posteriormente, elegirá a los integrantes de la Comisión de la Verdad, por el voto de las dos 
terceras partes de los diputados presentes en la sesión. 

Artículo 24. Del presidente de la Comisión 

La Comisión de la Verdad será presidida por uno de sus Comisionados, quien durará en su encargo hasta finalizar el 
periodo legal de la misma, y será elegido por las dos terceras partes del Pleno de la Cámara de Diputados. 

Artículo 25. Atribuciones del presidente de la Comisión 

Son atribuciones del Presidente de la Comisión de la Verdad: 

I. Ejercer la representación legal de la Comisión de la Verdad; 

II. Presidir el Pleno de la Comisión de la Verdad; 

III. Convocar a sesiones ordinarias o extraordinarias de la Comisión de la Verdad, de conformidad con lo 
dispuesto por esta Ley y su Reglamento Interno; 

IV. Distribuir y delegar funciones en los términos del Reglamento Interno; 

V. Formular los lineamientos generales a los que se sujetarán las actividades administrativas de la Comisión de la 
Verdad, así como nombrar, dirigir y coordinar a los funcionarios y al personal bajo su autoridad; 

VI. Dictar las medidas administrativas para el buen desempeño de las funciones de la Comisión de la Verdad; 

VII. Celebrar, en los términos de la legislación aplicable, los acuerdos y convenios de concertación o de 
colaboración con autoridades y organismos nacionales e internacionales, así como con instituciones académicas, 
para el cumplimiento de sus fines; 

VIII. Solicitar a la Cámara de Diputados o en sus recesos, a la Comisión Permanente, o a las legislaturas de las 
entidades federativas, según corresponda, se llame a comparecer a las autoridades o servidores públicos 
responsables, para explicar el motivo de su negativa a colaborar con la Comisión de la Verdad, o las razones por 
las que obstaculiza, viola o interviene de cualquier manera sus funciones o atribuciones; y 

IX. Las demás que le señalen esta Ley y su Reglamento. 

Capítulo IV 
Del Informe Final de la Comisión de la Verdad 



 

 
 

Artículo 26. Del Informe Final 

Una vez concluido su periodo de vigencia, la Comisión de la Verdad elaborará y aprobará un informe final de sus 
actividades y de sus hallazgos, en el que se detalle, al menos, lo siguiente: 

I. Establecerá un panorama lo más completo posible sobre la pandemia de covid-19 en México y sobre las medidas 
de atención, prevención y mitigación adoptadas por las autoridades federales; 

II. Establecerá, en su caso, las causas, naturaleza y extensión de las violaciones a los derechos humanos y los 
posibles delitos que hubiere documentado. 

III. Detallará la perspectiva de las víctimas de las violaciones a derechos humanos y delitos que hubiere localizado, 
reproduciendo íntegramente sus relatos, en caso de que así lo hubieran autorizado las propias víctimas; 

IV. Documentará, con la mayor claridad posible, quiénes son los probables responsables de dichas violaciones a 
derechos humanos o delitos, así como las quejas, denuncias o procedimientos legales que hubiere presentado; 

V. Contribuirá a la restauración de la dignidad humana y cívica de cada una de las víctimas de los hechos 
anteriores; 

VI. Señalará claramente las acciones de reparación del daño que se hubieren llevado a cabo y las que deben 
substanciarse en el futuro; y 

VII. Realizará recomendaciones exhaustivas al gobierno federal sobre las medidas necesarias que debe tomar para 
la no repetición de hechos similares. 

Artículo 27. Entrega del Informe 

El Informe Final será entregado al titular del Poder Ejecutivo Federal y al presidente de la Mesa Directiva de la 
Cámara de Diputados, en sesión de Congreso General, que deberá ser transmitida en cadena nacional para su más 
amplia difusión, así como publicarse en el Diario Oficial de la Federación. 

Transitorios 

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación. 

Segundo. La Cámara de Diputados tendrá un plazo de 15 días naturales, contados a partir de la entrada en vigor del 
presente decreto, para emitir la convocatoria para la elección de los integrantes de la Comisión de la Verdad. 

Tercero. La Comisión de la Verdad elaborará y emitirá su Reglamento Interno, y demás normatividad necesaria para 
su funcionamiento, los cuales serán publicados en el Diario Oficial de la Federación, dentro de los veinte días 
naturales siguientes a la integración formal de la misma. 

Cuarto . La Comisión de la Verdad determinará sus requerimientos presupuestales en un plazo máximo de 20 días 
naturales a partir de su integración, los cuales serán presentados directamente a la Cámara de Diputados, la cual 
modificará el Presupuesto de Egresos de la Federación que corresponda, para dotarla de los recursos presupuestales 
necesarios para su óptimo funcionamiento. Los requerimientos presupuestales subsiguientes serán presentados a 



 

 
 

través de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, sin que ésta ni la Cámara de Diputados puedan modificar el 
proyecto de presupuesto que la Comisión de la Verdad presente para su aprobación. 

Notas 
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3 Alemania frente al Covid-19: Un combo de acciones multisectoriales apoyado en la comunicación científica y un 
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Animal Político. Recuperado el 14 de septiembre de 2020 en 
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Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 22 de septiembre de 2020. 

Diputado Justino Eugenio Arriaga Rojas (rúbrica) 
 
 


